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El debate sobre la reforma al sistema de pensiones
lleva ya demasiados años. El hecho de que hasta
ahora no se haya podido concretar un acuerdo es
una muestra inequívoca de las falencias que pre-

senta la política nacional, y de las que ayer se vieron nuevas
evidencias. 

El actual sistema se basa en la capitalización de ahorros
de los trabajadores en cuentas individuales. Eso incluye cier-
tas correcciones, como la PGU, aprobada durante el segun-
do mandato del Presidente Piñera, que ha permitido elevar
sustantivamente las tasas de reemplazo promedio. Con to-
do, existen ciertos grupos que, por diversas razones, reciben
una fracción muy menor en comparación con sus últimas
remuneraciones. Además,
factores como el cambio de-
mográfico, los problemas de
nuestro mercado laboral y los
menores retornos de las in-
versiones impactarán negati-
vamente sobre las tasas de re-
emplazo futuras. Tal es el principal desafío del que debiera
hacerse cargo una reforma: adecuar los parámetros del siste-
ma, de modo tal de asegurar tanto su sustentabilidad como
la capacidad de entregar buenas pensiones.

Para una parte de la izquierda, sin embargo, el núcleo de
la discusión es otro. Sintetizada en el eslogan “No+AFP”,
persiguen una transformación radical, terminando con las
actuales administradoras y aumentando sustantivamente la
participación del Estado. Subyace aquí una visión antes po-
lítica que técnica, sustentada en el grado de poder que el
control de los fondos previsionales entregaría. De allí, el
anhelo de los grupos más radicalizados de volver a un siste-
ma de reparto, pese a su inviabilidad económica. Tal fue la
posición dominante en la fallida Convención Constitucional
de 2021-22. Paradójicamente, los retiros previsionales que
esos mismos sectores habían impulsado terminaron fortale-
ciendo la noción de propiedad individual sobre los fondos y
la preferencia ciudadana por que cualquier cotización adi-
cional debiera ir también a sus cuentas individuales.

En este escenario, el proyecto de reforma originalmente
presentado por el Gobierno, rechazado en buena parte de sus
contenidos por la Cámara de Diputados, es hoy objeto de una
intensa negociación en el Senado, cuyo resultado aparece in-

cierto. Hace algunas semanas el tema generó divisiones en la
oposición, enfrentándose posturas respecto de la distribu-
ción de la cotización adicional de 6% que se establecería. Con
todo, hoy las mayores discusiones se concentran en el oficia-
lismo. Particularmente, el Partido Comunista y el Frente
Amplio (y también algunos diputados socialistas) parecieran
preferir abandonar la búsqueda de una solución de compro-
miso y hacer, en vez, un planteamiento testimonial, que no
solo destine una porción significativa del 6% a reparto, sino
que implique la separación de la industria para de este modo
declarar el fin de las AFP. Así, si el pasado fin de semana el
presidente del PC exigió una reforma “que no sea una burla”,
antes, en su último pleno, el Frente Amplio había advertido

que sin esos elementos “la re-
forma no cumple su objetivo
político central”. Pero si hasta
hace unos días el Gobierno
parecía decidido a perseverar
en un acuerdo, las últimas in-
tervenciones del Presidente

Boric sugieren otra cosa.
En efecto, sus duras palabras de ayer emplazando a la

oposición y su insistencia en demonizar el sistema ponen en
duda que exista de su parte una real voluntad de acuerdo, y
lo muestran más bien preocupado de hacerles un gesto a los
sectores más radicalizados de la coalición gobernante. Así
lo confirma el propio contexto de la alocución, una suerte
de “cumbre por las pensiones” que incluyó a la expresiden-
ta Bachelet y a las principales figuras oficialistas. Un ejerci-
cio así habla antes de un intento por demostrar fuerza que
de disposición a buscar entendimientos. De paso, deja una
vez más al mandatario cazado por sus palabras: si finalmen-
te no prospera la idea de “dividir la industria” —y de gene-
rar con ello lo que muchos técnicos han advertido como el
riesgo de un “Transantiago previsional”—, ¿podría el Go-
bierno suscribir un acuerdo, luego de haber declarado que,
sin esa división, las AFP seguirán “abusando”? No es anto-
jadiza la conclusión del senador Coloma, en cuanto a que,
con sus palabras, el Presidente estaba “desahuciando” un
acuerdo previsional. La posterior arremetida del Frente
Amplio contra el mismo Coloma, una de las figuras que en
la oposición más se han jugado por un entendimiento, solo
parece ratificar esa conclusión. 

Sus declaraciones parecen mostrarlo más

preocupado de los sectores duros del

oficialismo que de facilitar entendimientos. 

¿Quiere el Presidente un acuerdo?

Un debut poco promisorio está teniendo el uso de
los recursos que, asociados a la recaudación del
nuevo royalty minero, el legislador otorgó a los
municipios. Esta disposición, promulgada y pu-

blicada en agosto de 2023, estableció, entre otros aspectos,
la creación de tres fondos para el desarrollo regional y co-
munal. El primero, asignado a los gobiernos regionales para
el financiamiento de inversión productiva. Un segundo, pa-
ra distribuirse entre las que dicha ley define como “comu-
nas mineras”. Y el tercero, un fondo complementario al
Fondo Común Municipal, denominado Fondo de Equidad
Territorial (FET), el cual prioriza a las comunas de acuerdo
con un conjunto de indicadores, donde la vulnerabilidad de
su población juega un papel
central. Los dos fondos muni-
cipales son de libre disposi-
ción y sus asignaciones co-
mienzan a operar a partir de
este año. Sin embargo, en el debate presupuestario 2024, se
promovió un “Fondo puente” para adelantar el equivalente
al 50% de los recursos que correspondía asignar en 2025. 

Así, en el Presupuesto 2024 se definieron casi 94 mil
millones de pesos; un 76% de este monto quedó en el Fondo
de Equidad Territorial. En cuanto a la distribución, el Fondo
de Comunas Mineras fue recibido por 43 municipios, 36 de
los cuales también recibieron el FET. Otras 264 comunas
solo obtuvieron recursos del Fondo de Equidad Territorial,
mientras que 38 no accedieron a ninguno de estos fondos.
Las normas para la administración de estos recursos esta-
blecieron que su uso debe ser informado en una plataforma
que, para estos efectos, diseñó la Subsecretaría de Desarro-
llo Regional y cuya gestión debía realizarse en una cuenta
corriente única. Los antecedentes sobre su empleo, sin em-
bargo, distan hasta ahora de ser satisfactorios. 

En efecto, en el primer informe consolidado de infor-
mación circularizada de 2025 divulgado por la Contraloría

General de la República, se da cuenta de una implementa-
ción alejada del espíritu normativo acordado. Así, al 30 de
septiembre pasado, un 44% de los 307 municipios benefi-
ciados no había informado la ejecución de sus desembolsos.
Otro tres por ciento lo hizo con antecedentes incompletos.
Por ello, a esa fecha se conocía apenas un 18,7% de la distri-
bución del presupuesto puente. Y la gran mayoría de estos
dineros (46%) se había destinado a transferencias corrien-
tes. Habrá que analizar estos desembolsos con más detalle,
particularmente las transferencias, para evaluar los usos da-
dos. Por de pronto, llama la atención que apenas un 8,7% de
los dineros informados haya sido destinado a iniciativas de
inversión. En el proceso legislativo se discutió si no era con-

veniente, como ocurrió con
los fondos asignados a los go-
biernos regionales, acotar
también su uso. Es un asunto
que, con más antecedentes,

debería volverse a revisar.
Es importante, en todo caso, que exista efectiva trans-

parencia y escrutinio público en el uso de estos dineros, pa-
ra que los electores puedan evaluar apropiadamente a sus
gobiernos locales. Y, a propósito de esto, es desde ya preo-
cupante que, a pesar de las exigencias, solo el 22 por ciento
de los municipios informasen cuenta corriente exclusiva
para estos fines. Ello revela una dejación inaceptable por
parte de los respectivos gobiernos locales. El cuidado de los
recursos públicos y el fortalecimiento de las instituciones,
indispensables para el buen funcionamiento de la democra-
cia, exigen, desde el primer momento, una atención cuida-
dosa a las normas. De lo contrario, se instala una cultura de
anomia que termina siendo una fuente de inestabilidad pa-
ra la vida en común. Y es que si las propias autoridades ele-
gidas incumplen las normas, las desconfianzas se multipli-
can, las posibilidades de polarización se incrementan y se
debilitan las bases de una vida social armónica. 

Se revela una dejación inaceptable por parte

de disntos gobiernos locales. 

Royalty: un opaco debut

Desde los años
que precedieron a
la caída del Muro,
en 1989, la discu-
sión pública sobre
economía política y
su aplicación en
una gran cantidad
de naciones a lo lar-
go del mundo estu-
v o , e n g e n e r a l ,
orientada a conferir
más vigor a la eco-
nomía de mercado, entendida como
inseparable del libre comercio inter-
nacional, fortaleciendo la economía
mundial de mercado. 

Es lo que muchas veces se llama
globalización, nombre algo engaño-
so. Primero, en último funda-
mento hay un hecho básico
de la historia, esto es, la inte-
rrelación básica de las socie-
dades humanas con el entor-
no inmediato y también con
uno más lejano. Segundo, la
interrelación económica, la
globalización inicial y la que se desa-
rrolla a lo largo de siglos, fue siempre
acompañada por un activo comercio
espontáneo, que suponía al menos re-
glas del juego tácitas que se acataban.
Había sociedades comerciales; pero
las que no lo eran también lo tenían.
Incluso, esto se daba en el intercambio
de la sociedad arcaica (si se quiere,
originaria) cuando se trataba entre tri-
bus, en modalidades donde, si uno es-
carba en los datos, existía algo así co-
mo un mercado. Tercero, esta tenden-
cia, y diría necesidad, de interrelación

es paralela a la existencia igualmente
insustituible de soberanías políticas
(o naciones, Estados) que requieren
de ese mundo productivo y de sus re-
glas del juego, pero a su vez poseen
otra lógica, tal cual el mundo de la cul-
tura y del espíritu obedecen cada uno
de ellos a sus propias esferas, también
irreemplazables de los humanos. Son
principalmente las soberanías las que
crean el espacio o territorio donde se
crían usos y costumbres, regulaciones
e incentivos para hacer respetar aque-
llas reglas del juego. 

¿Qué sucede ahora? Lo que tene-
mos en nuestra era moderna es que
desde hace casi tres siglos la teoría
económica le ha dado voz a esta prác-
tica milenaria, en parte como respues-

ta al crecimiento avasallador de la
economía moderna (o capitalismo, si
se quiere), y el debate, sereno o apa-
sionado, sobre esta, ha sido acompa-
ñado de la palabra, ilustrada o no. El
debate entre las regulaciones y las
aperturas a la economía mundial de
mercado —se la llame o no de esta
manera— es un fenómeno de larguí-
sima duración, que recorre a toda la
política moderna y quizá jamás nos
abandonará. Se dice que la Gran Rece-
sión (2008) originó un rechazo popu-
lar a la globalización y propició el re-

torno a un mundo de bloques. De-
mostró carencias en las regulaciones;
el asunto es cuál regulación es la apro-
piada. Se vio que lo predecible en este
campo, como en tantos otros, es limi-
tado; y que también las autoridades
responsables supieron sacar de deba-
jo de la manga una respuesta fulmi-
nante que al menos evitó otro crash
como el de 1929. 

¿Cómo reaccionarán países co-
mo el nuestro? Lo decidirá la pugna
política y la batalla por las ideas pú-
blicas. Sumando y restando, en con-
traposición a las políticas de blo-
ques, los períodos de apertura en los
mercados han sido más favorables
para sacar de la pobreza a vastos sec-
tores humanos. Un bloque económi-

co de países subdesarrolla-
dos no tiene mayor sentido,
y se transforma en olla de
grillos. Si se espera que una
gran economía latinoameri-
cana como la de Brasil (sin
embargo, de ingreso per cá-
pita inferior a la chilena) se-

rá más benigna, basta solo examinar
a Odebrecht, que en propalación de
malas prácticas dejó chiquitita a tan-
ta transnacional norteamericana del
siglo XX. Debemos convivir con este
mundo, manejándonos entre estos
bloques, en general, menos formida-
bles de lo que se ve en el papel. Al
final de los finales, la orientación
—no exclusiva— hacia el corazón
original de la economía moderna es
lo más promisorio.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Espectro del fin de la globalización

Sumando y restando, los períodos de apertura

en los mercados han sido más favorables para

sacar de la pobreza a vastos sectores humanos. 

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Joaquín
Fermandois

La reciente tragedia de los cua-
tro adolescentes asesinados en Gua-
yaquil ha puesto en evidencia la
profunda crisis de seguridad por la
que atraviesa Ecuador. Todo, en un
contexto de alta conflictividad polí-
tica. Los jóvenes fueron detenidos a
inicios de diciembre por una patru-
lla militar en el barrio Las Malvinas
y no se supo nada de ellos hasta que
sus cuerpos calcinados fueron halla-
dos el 24 de diciembre en Taura, ge-
nerando indignación y dolor. 

Este hecho ha intensificado el
debate sobre la estrategia de seguri-
dad del Presidente Daniel Noboa,
quien hace un año, y en medio de
una crisis desatada por bandas del
crimen organiza-
do , dec laró la
existencia de un
“conflicto arma-
do interno”, or-
denando al Ejér-
cito restablecer el
orden público. 

La dura política recibió apoyo
popular y registra logros, como una
reducción del 18% en el número de
homicidios durante 2024, pero
igualmente este fue el segundo año
más violento en la historia del país.
Particularmente preocupante es el
aumento de homicidios en adoles-
centes: en el primer semestre de
2024, los asesinatos de jóvenes en-
tre 15 y 19 años se incrementaron en
un 17%, de acuerdo con el Observa-
torio Ecuatoriano de Crimen Orga-
nizado. La tragedia de Las Malvi-
nas, además, ha aumentado las críti-
cas de organismos de derechos hu-
manos a la estrategia de Noboa. 

Todo esto se da cuando acaba
de iniciarse la campaña para las
elecciones del 9 de febrero, en las
que el mandatario busca ser reelec-
to. Hoy encabeza las encuestas, pero
la discusión sobre su política de se-
guridad, el caso de los adolescentes

asesinados y un racionamiento eléc-
trico que se prolongó por meses en
2024 han afectado su popularidad. 

Durante su corta gestión —fue
elegido en noviembre de 2023 para
completar el período de Guillermo
Lasso—, Noboa ha protagonizado
además un prolongado conflicto
con su vicepresidenta, Verónica
Abad, a quien primero designó co-
mo embajadora en Israel y luego en
Turquía, intentando distanciarla del
gobierno. Sin embargo, Abad no
cumplió con esta directiva, lo que
llevó a su suspensión temporal en
noviembre, hasta que al mes si-
guiente una jueza anuló dicha sus-
pensión. El último capítulo de la

pugna se vivió el
fin de semana,
c u a n d o A b a d
anunció que asu-
miría la Presiden-
cia en subrogan-
cia de Noboa, en

el entendido de que este debía pedir
una licencia para abocarse a su cam-
paña. Sin embargo, sorpresivamen-
te, el Presidente evitó pedir la licen-
cia y sus partidarios han salido a ar-
gumentar que ello no es necesario
porque, al corresponder la actual
gestión a la conclusión del período
de Lasso, ganar un próximo manda-
to no constituiría una reelección. 

Según las encuestas, la principal
rival del mandatario será Luisa Gon-
zález, del Movimiento Revolución
Ciudadana, el partido del controver-
tido expresidente Rafael Correa. Pre-
cisamente ese factor, que le asegura
un piso electoral, también despierta
el rechazo de amplios sectores.

Ecuador enfrenta una encruci-
jada. Con las elecciones a la vuelta
de la esquina y las disputas internas
en el gobierno, el país exige un lide-
razgo capaz de restaurar la confian-
za ciudadana y garantizar la seguri-
dad de su población.

La crisis de seguridad

marca otra vez la

campaña electoral.

Encrucijada ecuatoriana

Ni aun el Ministerio de la Memoria que
describe Orwell en “1984”, dedicado a re-
escribir la historia para acomodarla a la
ideología predominante y producir algo
parecido a la “desin-
formación”, podría
superar a las “falsas
creencias” que tiene
la gente, con o sin
información.

Distinguir falsas
creencias de falsa
información es im-
portante, señala el
sabio Critilo. En to-
dos los estratos so-
ciales y educaciona-
les hay “bolsones de
superchería e igno-
rancia”, creencias
ancestrales, convicciones arraigadas que
nada tienen que ver con la desinforma-
ción científica. Esta es la representación
inexacta o antojadiza de hallazgos e infor-
maciones. O interesada deformación del
conocimiento, que contradice prácticas
aceptadas en la investigación científica.

No todas las creencias son perjudicia-
les. Tenerlas tampoco afecta demasiado
la vida de las personas. Algunas hasta
pueden ser útiles porque brindan seguri-

dad y consuelo. Lo
que la desinforma-
ción científica daña
no es el conocimien-
to, sino la confianza
en la institución de la
ciencia y la forma en
que produce conoci-
miento.

Distinguir estos
dos aspectos no sola-
mente es útil. Permi-
te ponderar cuánto
de valioso puede ha-
ber en despejar equí-
vocos y destacar que

la ciencia, como otras actividades huma-
nas, es falible y corruptible. Y que los es-
fuerzos deben dirigirse a educar a las per-
sonas y velar por la integridad de quienes
producen conocimiento.

D Í A  A  D Í A

Falsas creencias
y falsa información
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